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PROVINCIA DE BUENOS AIRES

                PODER JUDICIAL
	“M. de M., M. c/ M., N. s/ Liquid. Soc. Conyugal” causa N° 103.164 (J. 6) Reg. nº 102



En la ciudad de San Isidro, provincia de Buenos Aires, a los   6  
días del mes de mayo de dos mil diez, se reúnen en Acuerdo los señores Jueces de la Sala Primera de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del     Departamento Judicial de San Isidro, Dres. Hugo O. H. Llobera y Alejandro Lesser, para dictar sentencia en los autos: “M. de M., María M. c/ M., N. s/ Liquidación de Sociedad Conyugal” y habiéndose practicado oportunamente el sorteo pertinente (arts. 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 263 del Código Procesal Civil y Comercial), resulta que debe observarse el siguiente orden: Dres. Llobera y Lesser, resolviéndose plantear y votar la siguiente:

CUESTIÓN

¿Debe modificarse la sentencia apelada?

VOTACIÓN

A LA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DR. LLOBERA DIJO:

I. La sentencia apelada

La sentencia, hace lugar a la demanda de liquidación de sociedad conyugal interpuesta por M. M. M. de M. contra N. M. y condenó al demandado para que abone a la actora la suma de $ 83.566,10 con más sus intereses (fs.67/471). 

II. La apelación 

El demandado apela la sentencia (fs. 472) y expresa agravios (fs. 518/522), los que son contestados por la contraria (fs. 529/533).

A su vez la parte actora también apela (fs.476) y funda su recurso (fs.523/525), siendo motivo de réplica por su contraria (fs. 525/526).

III. Los agravios 

a) El planteo 

1.  Los créditos comprendidos en la recompensa. Las cuestiones alegadas y la pericia contable.

El demandado afirma que la sentenciador dejó de lado el principio de congruencia; sostiene que, a pesar de que la actora reclamó una suma determinada en concepto de recompensa hasta la fecha de separación de hecho, el sentenciador admitió el reclamo, pero lo extendió hasta la fecha de disolución de la sociedad conyugal (3/9/1997), excediendo lo peticionado por la reclamante.

Alega asimismo, que no se tuvo en cuenta lo dispuesto por el art. 1306 del Código Civil, en virtud del cual, ninguno de los cónyuges participa de los gananciales adquiridos por el otro con posterioridad a la separación de hecho.

En síntesis, no controvierte el accionado el derecho de la parte actora a percibir recompensa; cuestiona, la decisión de extender el lapso que deberá tenerse en cuenta para determinar qué créditos se encuentran comprendidos en aquella. Impugna que deba serlo hasta la fecha de disolución de la sociedad conyugal y que el límite temporal esta dado por la separación de hecho.

Al contestar agravios, la actora expresa que su reclamo lo ha sido hasta el mes de octubre de 2006, es decir, la fecha de la separación de hecho. 

El accionado afirma, asimismo, que al contestar demanda, hizo referencia a la obtención de un crédito hipotecario en el Banco Río de la Plata sobre un bien propio, que se canceló luego de la separación de hecho; dice que ello no fue tratado por el sentenciador. Señala que, en principio,  dicho crédito fue reconocido por la actora pero que sucedieron irregularidades en el proceso, las cuales describe.

Cuestiona la validez de la prueba pericial contable, pues considera que no se realizó en forma correcta y detallada. Asimismo, sostiene que la pericia no le fue notificada.

La parte actora replica en el sentido que los temas fueron debidamente abordados y que no es cierto que se haya omitido el traslado de la pericial contable; argumenta en sustento de su respuesta. Señala que se ordenó el desglose de prueba informativa producida por el accionado, por lo que éste ninguna justificación ha logrado del crédito invocado a su favor.

b) El análisis

Reciben la denominación de recompensas los créditos, entre uno de los cónyuges y la sociedad conyugal, que surgen con motivo de la gestión patrimonial de los bienes propios y gananciales durante la sociedad conyugal; ellos han de determinarse después de su disolución, a fin de establecer con exactitud la masa que entrará en la partición. Su propósito es restablecer la debida composición de las masas patrimoniales propias de cada cónyuge, teniendo en cuenta los bienes que las constituían al iniciarse la sociedad conyugal y los que fueron adicionándose o sustrayéndose después. La determinación de las recompensas, tiende a evitar que el haber propio de cada cónyuge aumente a expensas del común, o disminuya en beneficio de la masa ganancial (Belluscio, Augusto: “Manual de Derecho de Familia” Tº II pág. 156; esta Sala, causa n°  87.510).

La Suprema Corte Provincial ha resuelto que si el pago se hace con dinero ganancial, aún cuando la cosa adquirida sea propia, surge un crédito (recompensa) en favor de la sociedad conyugal por el importe pagado (art. 1267 Código Civil; S.C.B.A., Ac. nº 50.782 del 7/3/95).

La tesis interpretativa mayoritaria, ha concluido que la separación de hecho de los cónyuges no trae como consecuencia la disolución de la sociedad conyugal. La misma, sólo tiene lugar en los casos que la ley expresamente lo contempla; y en nuestro sistema legal la separación de hecho no es causa de disolución de la sociedad conyugal (arts. 1291 y 1306 del Cód. Civil; conf. Jorge A. Mazzinghi, "Tratado de Derecho de Familia", Tº. II. pág. 396, Ed. La Ley 2006, nº 408-A); Ana María Checile, "La Separación de Hecho entre Cónyuges en el Derecho Civil Argentino", ed. Lexis Nexis, 2006, pág. 181 y sig.; conf. Cám.  Civ. y Com. Bahía Blanca, Sala II, causa nº 130.281 del 11/03/2008; en elDial AA45AD). 

La notificación de la demanda no es considerada como un mero acto ritual, sino como índice inequívoco de que las obligaciones conyugales se encaminan a su extinción (Mazzinghi, Jorge Adolfo: "Tratado de Derecho de familia" T. 2, 4° ed. Buenos Aires, "La ley", 2006 pág. 386; Sambrizzi, Eduardo A.: "Separación Personal y Divorcio", Tomo 1, "La Ley", pág. 503; S.C.B.A., causa C. 95.953, "R.S., M.C. c/ S., J.C. s/ Divorcio vincular", 14-4-2010).

La adopción de la fecha de notificación de la demanda, como indicativa de aquella en que se produce la disolución sociedad conyugal y no la correspondiente a la separación de hecho, no viola el principio de congruencia, establecido por los arts. 34 inc. 4º y 163 inc. 6 del C.P.C.C., dado que la solución del caso es impuesta por la ley (art. 1306 primer párr.); en este caso ello tuvo lugar el 3 de septiembre de 1997 (fs.468). 

No obstante ello, los pagos realizados con fondos que se presumen gananciales, por haber tenido lugar durante la vigencia de la sociedad conyugal, aunque en beneficio de uno del esposo, han permitido la liberación del bien propio del mismo en igual medida. Se genera así un crédito a favor de quien contribuyó al pago con su parte ganancial, de la deuda que afectaba un bien propio de quien fuera su cónyuge.

De las constancias de la causa se advierte que el Señor Juez de la anterior instancia no omitió el análisis del crédito hipotecario que el accionado dice que contrajo con el Banco Rió de la Plata.  En forma expresa el sentenciador determinó que el demandado no produjo ninguna prueba al respecto (ver fs. 469 vta, 2º párrafo); también señaló que la ofrecida no resultaba idónea a efectos de controvertir el reclamo de la actora.

La prueba de las recompensas incumbe a quien las invoca (C.P.C.C.: art.375; S.C.B.A., Acs. Nº 36.522, 60.342, entre otras) y pueden acreditarse por todos los medios de prueba.

En mi parecer, el simple desconocimiento del testimonio inscripto de la escritura pública que obra a fs. 90/94, resulta ineficaz para cuestionar la autenticidad de dicho instrumento público (art. 993 y 1010 del  Código Civil). No obstante, cabe admitir que en estos actuados el accionado no ha acreditado que el crédito en cuestión se haya utilizado en beneficio propio de la parte actora y tampoco justificó que él lo hubiese pagado.  

Cabe concluir entonces que, efectivamente, el accionado ninguna prueba produjo respecto de su pretendido crédito; por ello entiendo que la desestimación del planteo ha sido correcta.

Las irregularidades que argumentara el demandado con relación al traslado de la documentación y de la notificación de la pericia contable, pueden tener favorable acogida, atento a que no han sido objetadas en su oportunidad y se dejó consentir el llamamiento de autos para dictar sentencia (fs. 466).

El llamamiento de autos para sentencia, no sólo expresa que se ha clausurado todo debate ante el inminente dictado de la decisión definitiva, sino que advierte a las partes para que, antes de consentir el mismo, puedan deducir las nulidades y formular las objeciones que consideren oportunas y pudieran obstar al dictado de un pronunciamiento válido.

Con aquella resolución previa al dictado de la sentencia, queda concluida la instancia, operándose la preclusión de los actos procesales anteriores y quedando subsanados, ante el silencio observado, los vicios procesales que pudieran haberse producido. A partir de allí, la única vía de impugnación deducible es la revocatoria (C.P.C.C.: art. 482; S.C.B.A., Ac. Nº  39.864 del 1º de agosto de 1989, Ac. y S. 1989-II-779; esta Sala causa nº 98.219, 106.056).

En cuanto a la pericia contable (fs. 400/402), cabe señalar que le fue notificada al accionado mediante cédula (fs. 457) y a pesar de ello, no la objetó, por lo que no encuentro motivo fundado para apartarme de las conclusiones de la misma (C.P.C.C.: art. 474). Este dictamen encuentra fundamentado en la documentación aportada por las entidades bancarias, la que resulta coincidente con lo informado en la causa (fs. 221,  223/230, 268,  271/279, 286/331, 335, 363, 370/373); de todo ello se desprende en forma detallada cada una de las cuotas y los pagos efectuados.

La sentencia de divorcio determinó la disolución de la sociedad conyugal al 3 de septiembre de 1997, por culpa de ambos cónyuges, ya que hizo lugar a demanda y reconvención, ambas por injurias; esta decisión fue confirmada por esta Cámara, conforme resulta del libro de Registro de Sentencias Definitivas de la entonces Sala II (causa nº 83.928, Registro nº 237) que se tiene a la vista.

Sin perjuicio de ello, se advierte que lo que en realidad se cuestiona de la sentencia son los créditos incluidos en la liquidación de la sociedad conyugal. 

El accionado pretende que la recompensa de la parte actora tenga como límite temporal el mes de octubre de 1996, oportunidad en que, como se recordará, se produjo la separación de hecho. De manera tal que lo que aquí se debate, es si la recompensa comprende los pagos realizados por el demandado, respecto de las hipotecas y la prenda, en el período comprendido entre el mes de noviembre de 1996 y el 3 de septiembre de 1997.

En mi parecer no caben dudas que hallándose vigente la sociedad conyugal, salvo que el demandado hubiese demostrado que efectuó dicho pagos con fondos propios, lo cual no tuvo lugar en esta causa, los mismos deben reputarse realizados con fondos gananciales (arg. arts. 1271, 1272 y 1267 contrario sensu).

El caso encuadra en la especial previsión del art. 1272 del Código Civil, en tanto dispone que es ganancial lo que se hubiese gastado en la redención de servidumbres “o en cualquier otro objeto de que sólo uno de los cónyuges obtenga ventaja”; el caso de la redención de servidumbres es un mero ejemplo (Lidia B. Hernández en Jorge en Bueres, Alberto J. – Highton, Elena I.: “Código Civil… 3 C, Hamurabi – José Luis Depalma Editor, Bs.As., pág.144). Esto comprende la amortización de una deuda propia, como las aquí solventadas, con recursos de carácter ganancial, como son incluso los frutos civiles de la profesión, trabajo o industria de ambos cónyuges o de cada uno de ellos (art. 1272 Código Civil).

Lo argumentado pone de manifiesto, en principio, el derecho de la actora respecto del beneficio que significó, para el demandado, los pagos realizados en el período cuestionado (octubre 1996 a septiembre 1997).

Este derecho, en mi criterio, es perfectamente disponible, en tanto no afecte el de terceros (arg. doc. art. 1306 primer párrafo última parte). Teniendo presente tal característica, se advierte que, en relación a ese crédito en particular y sin que ello implique alterar en modo alguno la fecha de disolución de la sociedad conyugal dispuesta en el juicio de divorcio, la cual mantiene en lo demás todos sus efectos, la acreedora ha limitado su reclamo “hasta el momento de la separación de hecho”, es decir, el mes de octubre de 1996 (fs. 23 vta.), manifestación que reiteró al contestar agravios (fs. 529 vta.).

Con fundamento en las consideraciones precedentes cabe incluir en la recompensa el 50% de los créditos pagados por el demandado al Citibank y a la Banca Nazionale del Lavoro; las cuotas pagadas al Deutsche Bank quedan excluidas porque tuvieron lugar con posterioridad al mes de octubre de 1996. 

c) La propuesta al Acuerdo 

De conformidad con lo analizado y lo dispuesto por los arts.  1272, 1291, 1306, 1316 bis y concordantes del Código Civil, propongo al Acuerdo, modificar la sentencia, en el sentido que el demandado deberá abonar a la actora , en concepto de recompensa, el importe equivalente al 50% de los pagos efectuados al Citibank y la Banca Nazionale del Lavoro, hasta el mes de octubre de 1996 inclusive; excluyendo los pagos realizados a dichas entidades a partir del mes de noviembre de 1996, como así también lo pagado al Deutsche Bank, por ser posterior al mes de octubre del mismo año. Asimismo postulo que se desestime el agravio del accionado respecto de su pretendida recompensa, que se originaría en créditos hipotecarios contratados con el Banco Río de la Plata S.A. 

2. La moneda y cuantía de la recompensa


a) El planteo

La actora sostiene que el sentenciador efectuó una incorrecta valoración de la prueba producida  que lo llevó a fijar el capital de condena en pesos, cuando debió hacerlo en dólares estadounidenses.

Alega que las hipotecas fueron tomadas en dólares y los pagos se efectuaron en dicha moneda, por lo cual la recompensa por los respectivos pagos debió ser el 50% de U$S 149.302,17. 

Manifiesta que el planteo fue  propuesto a fs. 149/153 y el sentenciador omitió su tratamiento.

b) El análisis

La pericia contable da cuenta que los pagos de los créditos obtenidos se encuentran expresados en pesos (fs. 400/402 y 410); sostiene el perito, que ello es así, en virtud de que, legalmente, se deben registrar en dicha moneda, aunque el origen lo fuese en otra. Concluye el experto, que no cuenta con elementos que permitan aseverar que los pagos fueron efectuados en dólares estadounidenses y que sólo cuando pudo determinarlo, así lo consignó en el informe.

El examen pericial, recibió impugnaciones del reclamante (fs. 406) las que fueron contestadas por el experto (fs. 410); no encuentro motivo alguno para apartarme de las conclusiones del Señor Perito, ya que aparecen debidamente fundamentadas (art. 474 del C.P.C.C.); es de destacar, además, que condicen con la prueba informativa. 

En efecto, la Banca Nazionale del Laboro, dio cuenta que el crédito hipotecario otorgado, ha sido pactado con  una tasa variable en pesos (fs. 271/279); de la documentación aportada por el Citibank, se desprende que  el préstamo otorgado, también lo fue en pesos (fs. 286/331). 

En cuanto a la deuda contraída con el Standard Bank, como se ha visto debe quedar fuera de la recompensa de la actora, por lo que aquí nada cabe considerar al respecto. 

Con las probanzas señaladas, no encuentro acreditado el pago efectivo en moneda extranjera; tal carga procesal correspondía a la accionante (art. 375 del C.P.C.C.) y no la ha cumplido, lo que en mi parecer resulta suficiente para desestimar sus agravios. 

Es bueno recordar que lo que decide los pleitos es la prueba y no las manifestaciones unilaterales de los litigantes, siendo que la responsabilidad probatoria depende de la situación en que la parte se coloca en el proceso para obtener determinada consecuencia jurídica (S.C.B.A., LL 1977-B-613).

Por otro lado, es de destacar, que al demandar la accionante reclamó su crédito en pesos (fs. 22/25); luego de que se contestara la demanda (fs. 95/97) y cuando pretendió actualizar la traba de un embargo preventivo, peticionó que la moneda del reclamo lo fuese en dólares estadounidenses o su equivalente en pesos al momento de su pago (fs. 149/150), planteo que fue desestimado en la instancia de origen (fs. 154) y en la Alzada (fs. 190)

En tal situación procesal y sin perjuicio de no haberse acreditado el pago en dólares estadounidenses, condenar al demandado a abonar la recompensa en dicha moneda, que en principio no reclamó y que es mucho más onerosa, conculcaría  las garantías constitucionales de defensa en juicio y de propiedad (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional; arts. 15 y 31 de la Constitución Provincial); máxime cuando dicho planteo, ha sido propuesto luego de que se contestara la demanda. Ello, a mi modo de ver,  provoca una indefensión del demandado, quien no pudo agraviarse de la misma ni argumentar en sentido contrario, más allá de la escasa defensa limitada a una medida cautelar (fs. 165/8).

El principio de congruencia (C.P.C.C.: arts. 34 inc. 4º y 163 inc. 6º) impone al juzgador el deber de fallar de acuerdo a lo solicitado. Tal principio consiste en la relación inmediata y necesaria que debe existir entre las pretensiones de las partes y lo resuelto por el juez. Su carácter constitucional encuentra sustento en el sistema de garantías que imponen la Constitución Nacional y la Provincial, respecto del proceso; está orientado a proteger los derechos y no a perjudicarlos, por lo cual veda  el pronunciamiento sobre peticiones o defensas no planteadas por las partes.

c) La propuesta al Acuerdo

De conformidad con lo analizado y lo dispuesto por los arts.34 inc. 4º y 163 inc. 6º del C.P.C.C., propongo al Acuerdo desestimar los agravios de la actora, en cuanto a que el monto de la recompensa deba serlo en dólares estadounidenses; fijar su importe por capital, conforme lo previsto en el considerando 1, en la suma de $ 57.182 (pesos cincuenta y siete mil ciento ochenta y dos).

3. La tasa de interés

a) El planteo

El sentenciador estableció que los intereses, deberán liquidarse a la tasa que perciba el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de descuento a treinta días, vigentes en los distintos períodos de aplicación, desde la fecha de la mora, fijada el 29/6/2004 día en que se notificó el traslado de la demanda (fs.87) y hasta el efectivo pago.

Ello motivó los agravios del demandado quien entiende que la demora en el trámite de estas actuaciones no le se le puede achacar a su parte, ya que el impulso le corresponde a la actora; asimismo cuestiona la aplicación de la tasa activa y considera que en tal supuesto, sería la pasiva.

b) El análisis

El interés de una suma de dinero, tiene el carácter de accesorio, cuyo cómputo es la única forma de que el acreedor reciba al momento del pago el valor real de lo que se le adeuda. Debe interpretarse, que la notificación de la demanda pone en conocimiento del interesado sobre la pretensión de su contraria, siendo a partir de esa fecha que se adeudan  los intereses (Cód. Civil: art. 509)

La interpelación necesaria para la constitución en mora, que debe ser un requerimiento determinado y  concluyente, está cumplida con la notificación de la demanda, que reúne esos requisitos (S.C.B.A. Ac. nº 48.163 del 10/8/1993), la que en este caso se produjo el 29 de junio de 2004 (fs. 87).

A falta de intereses convenidos o en su defecto de intereses legales, los jueces determinarán los que deberá pagar el deudor moroso (Código Civil: art. 622). 

La Suprema Corte de Justicia de esta Provincia estableció que, cuando no exista determinación convencional o legal, a partir del 1/4/1991 los intereses moratorios serán liquidados conforme la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósito a treinta días, vigente al inicio de cada periodo comprendido (S.C.B.A, Ac. nº 49.923 del 26/10/93; D.J.B.A 145, 187; esta Sala causas nº 102.373, 102.734, 104.531, entre otros). En un caso similar al de autos, en el cual se trató la recompensa en favor de uno de los cónyuges, la Cámara Nacional de Apelación en lo Civil (Sala E, causa nº 511.1986, 27/8/2008, LDT), también aplicó la tasa pasiva, en ese caso del Banco de la Nación. Diferente es el caso cuando se trata de una obligación comercial, ámbito en que impera el art. 565 del Código de Comercio).

Conforme lo señalado, entiendo que corresponde hacer lugar al recurso del demandado, debiendo modificarse la tasa de interés conforme la pretendida por el accionado.

c) La propuesta al Acuerdo 

Por todo lo expresado y lo dispuesto por los arts. 509 y 622 del Código Civil, propongo al Acuerdo establecer que los intereses se liquidarán, desde la mora y hasta el efectivo pago, conforme a la tasa de interés que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósito a treinta días en los distintos períodos, modificando en este sentido lo decidido en la instancia de origen.

4. La condenación en costas de la primera instancia

a) El planteo

Las costas fueron impuestas a la parte demandada  en su condición de vencida, lo que motivó los agravios del demandado.

El recurrente, sostiene que la presente demanda fue iniciada con anterioridad a que quede firme la sentencia de divorcio. Afirma que su parte nunca se opuso a la liquidación de la sociedad conyugal, ni existió resistencia o negativa arbitraria a la pretensión de la accionante; que tampoco dio causa para el inicio de este proceso.

b) El análisis

La no oposición a la demanda, que fuera argumentada por el recurrente, en nada modifica la imposición de costas al vencido. Es que, los trámites tendientes a liquidar la sociedad conyugal, quedan expeditos con la sentencia de divorcio que la disuelve y ninguna de las partes puede oponerse a esa liquidación, pues ya no es como antes de la reforma de la ley 17.711, cuando sólo podía proponerlo el cónyuge inocente (Cám. Nac. Civ., Sala L,  causa nº 64.898, 23/8/2006; LDT) 

En mi parecer, el planteo del accionado al contestar demanda, condicionó la conducta a seguir, toda vez que  resulta de toda evidencia que al no poder determinar la recompensa por ignorarse las cuotas pagas, al ofrecer la prueba que hacía a su pretendido derecho (fs. 95/97) y no acompañar la documentación que tenía en su poder (fs. 217/218), provocaron la necesidad de desarrollar todo un proceso. Inclusive, al contestar demanda, solicitó el rechazo de la misma, con costas a la accionante (fs.97). 

El principio rector en la materia, establece que las costas debe soportarlas quien resulte vencido, es decir, por aquel respecto del cual se dicta un pronunciamiento adverso (conf. Palacio, Lino E., “Derecho Procesal Civil”, T° III, pág. 366 y ss); por tal motivo y no advirtiendo ninguna razón que justifique apartarse del referido principio, el demandado deberá cargar con las consecuencias procesales derivadas de su condición de vencido (art. 68 del C.P.C.C).

c) La propuesta al Acuerdo

De conformidad con lo analizado propongo al Acuerdo que se confirme la imposición de costas apelada.

IV. Las costas de la Alzada

En mérito a la forma en que se propone resolver los agravios planteados, entiendo que las costas de esta Alzada deben imponerse: a) por el recurso del demandado (fs. 518/522), en 50% al recurrente y en un 50% a la contraria (art. 71 del C.P.C.C); b) por recurso interpuesto por la actora (fs. 523/525) en su totalidad a la recurrente vencida (art. 68 del C.P.C.C.)

Por todo lo expuesto, voto por la AFIRMATIVA.

Por iguales fundamentos, el señor Juez Dr. Lesser votó también por la AFIRMATIVA.

Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente:





  SENTENCIA

Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, se modifica la sentencia apelada en cuanto: a) el crédito de la actora por la recompensa se limita al 50% de los pagos realizados por el demandado al Citibank y a la Banca Nazionale del Lavoro, hasta el mes de octubre de 1996 inclusive, lo que totaliza la suma de $ 57.182 (pesos cincuenta y siete mil ciento ochenta y dos); b) se modifica la tasa de interés, debiendo liquidarse los mismos conforme la que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósito a treinta días en los distintos períodos. Se la confirma en todo lo demás que ha sido materia de agravios. 

Las costas de esta Alzada se imponen: a) por el recurso de fs. 518/522, en 50% al recurrente y en un 50% a la contraria; b) por recurso de fs. 523/525 en su totalidad a la recurrente vencida. 

Se difiere la regulación de los honorarios para su oportunidad legal (art. 31 de la ley 8.904).


Regístrese, notifíquese y devuélvase.

  Hugo O.H. Llobera



Alejandro Lesser

          Juez                               Juez

                    Miguel L. Álvarez

                         Secretario
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